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Estados Unidos Mexicanos 

  

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES Y FAMILIARES (2015) 

 

Libro Primero 

Del Sistema de Impartición de Justicia en Materia Civil y Familiar 

Título Primero 

Disposiciones Generales 

Capítulo I 

Del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares 

Sección Primera 

Formalidades del Procedimiento 

Artículo 1. Las disposiciones de este Código Nacional son de orden público, interés social y 

observancia general en todo el territorio nacional, tienen por objeto establecer la regulación 

procesal civil y familiar, con base en los derechos humanos previstos en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales de los que el 

Estado mexicano sea parte. 

Artículo 2. Para los efectos de este Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, 

se entenderá por: 

I.           Ajustes de Procedimiento. Las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas 

para facilitar y garantizar el desempeño de las funciones efectivas de las personas que 

pertenecen a los grupos sociales en situación de vulnerabilidad como participantes directos e 

indirectos, en todos los procedimientos judiciales, así como el acceso a la justicia en igualdad 

de condiciones; 

II.          Apoyo. Formas de asistir en el Procedimiento a las personas para facilitar su 

comprensión, ejercicio y manifestación de voluntad, derechos y obligaciones; 

III.          Archivo o documento electrónico. Con independencia del formato en que se 
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encuentre, comprenden el escrito que es generado, consultado, modificado o procesado por 

medios electrónicos, digitales u ópticos, enviado, recibido, almacenado o utilizado a través de 

sistemas de justicia digital; 

IV.         Área de transmisión. Espacio físico desde donde los intervinientes en un 

procedimiento en línea participan en una audiencia o diligencia virtuales, usando la 

herramienta de sala virtual designada para tal propósito; 

V.          Audiencia virtual. Cualquier audiencia de las previstas en este Código Nacional 

celebrada a través de una sala virtual; 

VI.         Autoridad jurisdiccional. Jueza, juez, magistrada, magistrado u órganos del Poder 

Judicial, con facultades para emitir resoluciones en el ejercicio de impartición de justicia 

dentro del ámbito de sus respectivas competencias; 

VII.        Cadena de bloques. Conjunto de tecnologías cuyas características buscan posibilitar 

la transferencia de valor en entornos digitales a través de métodos de consenso y cifrado. 

Desde un punto de vista técnico, y atendiendo a sus características, una cadena de bloques es 

una base de datos, descentralizada y distribuida en una red de computadoras, formada por 

un conjunto de registros vinculados donde se almacenan transacciones o datos, que han 

sido diseñados para evitar su modificación o manipulación no autorizada, una vez que un 

dato ha sido publicado. Una cadena de bloques es pública cuando es abierta, transparente, 

cualquiera puede unirse, tener acceso a ella, enviar transacciones y participar en el proceso 

de consenso o validación de datos. Se consideran cadenas de bloques sin permiso o no 

permisionadas, ya que no hay restricciones y la participación en ellas no está controlada por 

un administrador o por un cuerpo central de gobierno; 

VIII.        Certificado digital. Mensaje de datos o registro que confirme el vínculo entre un 

firmante y la clave privada; 

IX.         Clave privada. Los datos que el firmante genera de manera secreta y utiliza para crear 

su firma electrónica avanzada, a fin de lograr el vínculo entre dicha firma electrónica 

avanzada y el firmante; 

X.          Código Civil. Los Códigos Civiles y Familiares, Federal o Locales; 

XI.         Código Nacional. El Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares; 

XII.        Declaración especial de ausencia por desaparición. Se entenderá lo previsto en la 

Ley General en materia de Desaparición Forzada, Desaparición cometida por Particulares y 

del Sistema Nacional de Búsqueda, en la Ley Federal de Declaración Especial de Ausencia 

para Personas Desaparecidas, así como en las leyes especiales de la materia en las 

Entidades Federativas; 

XIII.        Digitalización. Migración de documentos en soporte físico a un medio electrónico, 

óptico, digital o de cualquier tecnología, que genera como resultado un mensaje de datos, 

mediante un proceso que permita asegurar la fidelidad e integridad conforme a los 

documentos amparados en soportes físicos; 
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XIV.       Diligencia virtual. Actuaciones procesales, distintas de las audiencias virtuales y 

promociones electrónicas, desarrolladas por personas funcionarias judiciales, las partes o sus 

representantes y cualquier interviniente autorizado dentro de un procedimiento judicial que 

se lleva a cabo a distancia o de forma remota, mediante el uso de cualquier sistema de 

justicia digital; 

XV.        Documento digitalizado. Escrito que contiene información que ha sido creado 

originalmente en soporte físico o de forma impresa y posteriormente ha migrado a un medio 

electrónico, digital o de cualquier tecnología; 

XVI.       Documento electrónico. Escrito que es generado, consultado, modificado o 

procesado por medios electrónicos, que es enviado, recibido, almacenado o utilizado a través 

de sistemas de justicia digital; 

XVII.      Enlace. Dirección electrónica o hipervínculo de la sala virtual a través de la cual las 

partes y el órgano jurisdiccional llevarán a cabo las audiencias o diligencias virtuales 

correspondientes a los procedimientos en línea; 

XVIII.      Expediente electrónico. Conjunto de información contenida en documentos 

electrónicos, documentos digitalizados o mensajes de datos que conforman un determinado 

procedimiento jurisdiccional, independientemente de que esté conformado por texto, 

imagen, audio, video o cualquier otra tecnología; 

XIX.       Expediente físico. Conjunto de documentos físicos que contienen las actuaciones 

y resoluciones judiciales, así como las promociones de las partes y demás intervinientes en 

un determinado procedimiento judicial; 

XX.        Firma electrónica avanzada. El conjunto de datos y caracteres que permite la 

identificación del firmante, que ha sido creada por medios electrónicos bajo su exclusivo 

control, de manera que está vinculada únicamente al mismo y a los datos a los que se refiere, 

lo que permite que sea detectable cualquier modificación ulterior de éstos, la cual produce 

los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa. La firma electrónica avanzada prevalece 

frente a la firma electrónica simple, ya que los requisitos de producción de la primera la 

dotan de más seguridad que la segunda. A pesar de que las autoridades utilicen una 

terminología distinta para este tipo de firma, si la misma cuenta con los atributos y 

características señaladas en esta definición, será considerada como firma electrónica 

avanzada para los efectos de este Código Nacional; 

XXI.       Firma electrónica o firma electrónica simple. Los datos en forma electrónica 

consignados en un mensaje de datos, o adjuntados o lógicamente asociados al mismo por 

cualquier tecnología, que son utilizados para identificar al firmante en relación con el 

mensaje de datos e indicar que el firmante aprueba la información contenida en el mensaje 

de datos, y que produce los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa, siendo admisible 

como prueba en juicio; 

XXII.      Grupos sociales en situación de vulnerabilidad. Las personas que pertenecen 

a grupos sociales en situación de vulnerabilidad, que, por causas diversas, enfrentan 
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situaciones de riesgo o discriminación; 

XXIII.      Integridad. Se considerará que el contenido de un documento electrónico o mensaje 

de datos es íntegro, si éste ha permanecido completo e inalterado independientemente de 

los cambios que hubiere podido sufrir el medio que lo contiene, resultado del proceso de 

comunicación, archivo o presentación. El grado de confiabilidad requerido será determinado 

conforme a los fines para los que se generó la información y de todas las circunstancias 

relevantes del caso; 

XXIV.     Medio de comunicación judicial. El boletín judicial, lista de acuerdos, lista electrónica 

de acuerdos o medios electrónicos o informáticos por los que la autoridad jurisdiccional, en 

sus respectivos ámbitos de competencia, hace del conocimiento de las partes, la emisión de 

una resolución judicial; 

XXV.      Mensaje de datos. La información generada, enviada, recibida, archivada o 

comunicada a través de medios de comunicación electrónica, que puede contener 

documentos electrónicos; 

XXVI.     Metaverso. Espacio virtual que posibilita la convivencia social en mundos digitales a 

través de experiencias gráficas inmersivas en tercera dimensión, que suele utilizar tecnologías 

de realidad virtual, realidad aumentada, realidad mixta o híbrida, tokens y cadena de 

bloques; 

XXVII.     Notificación electrónica. Acto mediante el cual se hace saber a las personas a 

quienes va dirigida, a través de medios electrónicos, una resolución judicial; 

XXVIII.    Persona Desaparecida. Se entenderá lo previsto en la Ley General en materia de 

Desaparición Forzada, Desaparición cometida por Particulares y del Sistema Nacional de 

Búsqueda, en la Ley Federal de Declaración Especial de Ausencia para Personas 

Desaparecidas, así como las leyes especiales de la materia en las Entidades Federativas; 

XXIX.     Personas Mayores. Las personas determinadas como tales por la ley de la materia; 

XXX.      Persona Representante Autorizada. La persona autorizada por cualquiera de las 

partes con funciones de representación en el procedimiento judicial, de carácter público o 

privado que se encuentre legalmente autorizado para ejercer la profesión de abogado o 

licenciado en derecho con cédula profesional expedida por la autoridad competente; 

XXXI.     Procedimiento en línea. Todo procedimiento, contencioso o no contencioso, 

regulado en el presente Código Nacional, que se tramite utilizando sistemas de justicia digital; 

XXXII.     Promoción electrónica. Cualquier documento enviado o presentado ante un 

órgano jurisdiccional, a través de sistemas de justicia digital; 

XXXIII.    Representante social. Autoridad administrativa encargada de procurar la legalidad 

en los asuntos civiles y familiares, así como la representación de la sociedad en los 

procedimientos de orden e interés público, de acuerdo con la legislación de cada Entidad 

Federativa; 
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XXXIV.   Sala virtual. Programa de cómputo, herramienta, plataforma electrónica de 

videoconferencia, metaverso, sistema de realidad virtual o aumentada, sistema holográfico, o 

cualquier otro medio tecnológico designado como sistema de interacción a distancia, que 

permita la transmisión de audio, video o imágenes, así como la comunicación sincrónica entre 

las partes que participan en cualquier acto procesal y el órgano jurisdiccional; 

XXXV.    Sistemas de justicia digital. Todo dispositivo electrónico, programa de cómputo, 

aplicación, herramienta tecnológica o plataforma electrónica, propiedad del Poder Judicial o 

de terceros, que sea utilizada para consultar, usar, enviar o llevar a cabo procedimientos en 

línea, audiencias virtuales, diligencias virtuales, expedientes electrónicos, firmas electrónicas, 

mensajes de datos, documentos electrónicos o digitalizados, promociones electrónicas, salas 

virtuales y videoconferencias, y 

XXXVI.   Videoconferencia. Sistema interactivo de comunicación que transmita, de forma 

simultánea y en tiempo real, imagen, sonido y datos a distancia de una o más personas, 

ubicadas en un lugar distinto del recinto del órgano jurisdiccional. 

Artículo 3. En el sistema de impartición de justicia en materia civil y familiar se ponderará en 

todo tiempo la solución de la controversia sobre los formalismos procesales, serán aplicables 

las reglas y principios del juicio oral en lo que resulte compatible; asimismo, serán 

considerados los beneficios de la justicia alternativa o procedimientos convencionales que 

pacten las partes y de conformidad con lo dispuesto en este Código Nacional, podrá 

tramitarse mediante el uso de las tecnologías de la información y la comunicación. 

Artículo 4. Las autoridades jurisdiccionales contarán con las más amplias facultades de 

dirección procesal para decidir en forma pronta y expedita lo que en derecho corresponda al 

procedimiento respectivo. Para hacer cumplir sus determinaciones podrán hacer uso de las 

medidas de apremio previstas en este Código Nacional. 

Las autoridades jurisdiccionales deberán cerciorarse en todos los casos que las partes se 

encuentren debidamente representadas por persona representante autorizada. 

Artículo 5. En los asuntos de orden familiar y civil, y sin alterar el principio de igualdad 

procesal, las partes podrán revelar su condición de vulnerabilidad, a fin de que la autoridad 

jurisdiccional provea ajustes de procedimiento en su caso y supla oportunamente de oficio, 

las deficiencias de sus planteamientos sobre la base de proteger los intereses de la familia, 

personas mayores, niñas, niños, adolescentes, personas con discapacidad o cualquier otra 

persona que se encuentre en alguna condición de vulnerabilidad. 

En los casos que se involucren derechos de niñas, niños y adolescentes, así como los derechos 

de las mujeres, la autoridad jurisdiccional deberá actuar y resolver con base en el interés 

superior de las niñas, niños, o adolescentes, así como con perspectiva de género de 

conformidad con los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. 

Asimismo, deberán adecuar sus actuaciones a las circunstancias de los grupos sociales en 

situación de vulnerabilidad mediante formatos alternativos, a fin de garantizar equidad y 

accesibilidad estructural y de comunicación, durante el procedimiento, en estricto apego al 
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ejercicio de los derechos humanos. 

Artículo 6. Tratándose de personas que pertenezcan a pueblos y comunidades indígenas 

y afromexicanas, la autoridad jurisdiccional deberá cerciorarse que cuenten con intérprete y 

traductor y en todos los casos considerará sus sistemas normativos, usos y costumbres, 

siempre que no contravengan lo dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

Las personas intérpretes y traductoras al iniciar su función serán advertidos de las penas en 

que incurren los falsos declarantes y sobre su obligación de traducir o interpretar fielmente lo 

dicho. Si para el desahogo de la audiencia no es posible contar con la asistencia requerida, 

deberá suspenderse y ordenarse nueva fecha. En ningún caso las partes o los testigos podrán 

ser intérpretes. 

Artículo 7. Son principios rectores del sistema de impartición de justicia en materia civil y 

familiar: 

I.           Acceso a la justicia. Cualquier persona tiene derecho a acudir ante la autoridad 

jurisdiccional para formular una pretensión jurídica concreta de carácter familiar y la 

autoridad jurisdiccional requerida deberá de proveer sobre sus peticiones; 

II.          Concentración. Se procurará desahogar la mayor cantidad de actuaciones procesales 

en una 

sola audiencia o el menor número de diligencias procesales; 

III.          Colaboración. Se propiciará que las partes resuelvan por sí mismas el conflicto en 

cualquier etapa del procedimiento, por tanto, las autoridades jurisdiccionales facilitarán que 

sean ellas las que pongan fin a la controversia mediante acuerdos conciliatorios, exceptuando 

aquellos casos en que existan conductas de violencia en cualquiera de sus modalidades, o 

que se discutan derechos intransigibles; 

IV.         Continuidad. Las audiencias deberán ser ininterrumpidas, permitiendo 

excepcionalmente su suspensión en los casos establecidos en el presente Código Nacional; 

V.          Contradicción. Las partes tienen derecho a debatir los hechos, argumentos jurídicos y 

pruebas de su contraparte, en los términos establecidos en este Código Nacional; 

VI.         Dirección Procesal. La rectoría del proceso está confiada únicamente a las 

autoridades jurisdiccionales en primera o en segunda instancia, según sea el caso; 

VII.        Igualdad Procesal. Desde el escrito inicial de demanda y hasta la ejecución de la 

sentencia, las personas recibirán el mismo trato, oportunidades, derechos y cargas procesales 

sin discriminación alguna. Con las excepciones que se establezcan expresamente en este 

Código Nacional, cuando en la controversia se involucren derechos de niñas, niños, 

adolescentes y personas en grupos sociales en situación de vulnerabilidad; 

VIII.        Inmediación. El contacto directo, personal e indelegable de la autoridad 

jurisdiccional con las partes y las pruebas, salvo las excepciones previstas en este Código 
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Nacional; 

IX.         Interés superior de la niñez. Observancia que debe darse para hacer prevalecer los 

derechos de las niñas, niños o adolescentes, por sobre los otros derechos que pudieran estar 

en pugna en el litigio; 

X.          Impulso procesal. Las partes tienen la facultad para solicitar las diligencias necesarias 

que impidan la paralización del procedimiento, con independencia del principio de Dirección 

procesal que le corresponde a la autoridad jurisdiccional; 

XI.         Lealtad procesal. Quienes participen en el proceso, ajustarán su conducta a la 

dignidad de la justicia, al respeto que se deben, a la probidad y buena fe; 

XII.        Litis abierta. En materia familiar, la litis no se reduce a la demanda y a la 

contestación, o en su caso, a la reconvención y a la contestación de ésta, sino que la 

autoridad jurisdiccional debe hacer mérito de los hechos constitutivos, modificativos o 

extintivos, producidos durante la sustanciación del proceso y debidamente probados, aunque 

no hubiesen sido invocados oportunamente como hechos nuevos; 

XIII.        Oralidad. El proceso se desarrollará en audiencias orales, salvo las excepciones 

previstas en este Código Nacional y las que, en casos debidamente fundados y motivados, 

considere la autoridad jurisdiccional; 

XIV.       Perspectiva de género. Es una visión científica, analítica y política sobre las mujeres y 

los hombres. Se propone eliminar las causas de la opresión de género como la desigualdad, 

la injusticia y la jerarquización de las personas basada en el género. Promueve la igualdad 

entre los géneros a través de la equidad, el adelanto y el bienestar de las mujeres; contribuye 

a construir una sociedad en donde las mujeres y los hombres tengan el mismo valor, la 

igualdad de derechos y oportunidades para acceder a los recursos económicos y a la 

representación política y social en los ámbitos de toma de decisiones; 

XV.        Preclusión. El no ejercicio de los derechos procesales en la etapa correspondiente 

extingue la oportunidad de ejercerlos en la posterior; 

XVI.       Privacidad. En materia familiar el acceso a las audiencias queda reservado a las 

partes y a quienes deban comparecer conforme a la ley, y 

XVII.      Publicidad. En materia civil, las audiencias serán públicas, de conformidad con lo 

dispuesto en este Código Nacional, por las Leyes de Protección de Datos Personales, 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, y demás ordenamientos aplicables en sus 

respectivos ámbitos de competencia. 

Artículo 11. Por razón de su objeto, las acciones se clasifican en: 

I.           Reales; 

II.          Personales, y 

III.          Del estado civil de las personas. 

Artículo 130. Las niñas, niños y adolescentes, comparecerán por conducto de las siguientes 
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personas: 

I.           Quienes ejerzan la patria potestad; 

II.          Quien ejerza la tutela; 

III.          Las personas designadas legalmente por quien ejerza la patria potestad o la tutela, y 

IV.         La Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes o institución con 

facultades de representación coadyuvante o en suplencia, de conformidad con la Ley General 

de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

Sin embargo, las niñas, niños y adolescentes, podrán comparecer a juicio por sí o por 

cualquier persona en su nombre, sin la intervención de su legítimo representante cuando 

éste se halle ausente o desaparecido, se ignore quién sea, esté impedido, se negare a 

promover la acción o hubiese un conflicto de interés con su representado. 

La autoridad jurisdiccional, nombrará un representante independiente para que intervenga 

en el juicio, debiendo preferir a un familiar cercano, salvo cuando haya conflicto de intereses 

o motivo que justifique la designación de persona diversa, sin perjuicio de dictar las 

providencias y medidas de protección especiales o urgentes, conforme a la Ley de la materia 

y, los tratados internacionales que resulten aplicables. 

Artículo 226. Las diligencias judiciales que deban practicarse en el extranjero, se cursarán en 

la forma que establezca el Libro Décimo de este Código Nacional, los Tratados y los Convenios 

Internacionales de los que los Estados Unidos Mexicanos sea parte. 

La parte a cuya instancia se libre exhorto, queda obligada a satisfacer los gastos que origine 

su diligenciación. 

Artículo 314. Para que los documentos públicos procedentes del extranjero, hagan fe en los 

Estados Unidos Mexicanos, deberán presentarse debidamente legalizados por las autoridades 

diplomáticas o consulares en los términos que establezcan los tratados y convenciones de los 

que México sea parte, la Ley del Servicio Exterior Mexicano y demás disposiciones aplicables. 

En caso de imposibilidad para obtener la legalización, ésta se sustituirá por cualquier prueba 

adecuada para garantizar su autenticidad. En todo caso deberá estarse a lo señalado en los 

instrumentos internacionales en los que el Estado mexicano sea parte. 

Artículo 541. La persona a quien se comunique su posible nombramiento como árbitro, 

deberá estar libre 

de conflicto de intereses con cualquiera de las partes, así mismo, será su obligación revelar 

todas las circunstancias que puedan dar lugar a dudas justificadas acerca de su imparcialidad 

o independencia. Desde el momento de su nombramiento y durante todas las actuaciones 

arbitrales, revelará sin demora tales circunstancias a las partes. 

Sólo podrá ser recusado si existen circunstancias que den lugar a dudas justificadas respecto 

de su imparcialidad o independencia, o si no posee las cualidades convenidas por las partes. 

Una parte sólo podrá recusar al árbitro nombrado por ella o en cuyo nombramiento haya 
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participado, por causas de las que tenga conocimiento después de efectuada la designación. 

Artículo 542. Deberá tratarse a las partes con igualdad y darse a cada una plena oportunidad 

de hacer valer sus derechos. 

Con sujeción a las disposiciones del presente Título, las partes tendrán libertad para convenir 

las reglas del procedimiento a que se haya de ajustar el árbitro en sus actuaciones, a menos 

de que se trate de un arbitraje institucionalizado. 

A falta de acuerdo sobre las reglas y siempre que no se trate de un arbitraje 

institucionalizado, se aplicarán las disposiciones del Reglamento de Arbitraje de la Comisión 

de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional. 

En ausencia de acuerdo y de disposición expresa en el reglamento respectivo, se aplicará lo 

dispuesto en el presente Título. 

En todo momento, el árbitro podrá, con sujeción a lo dispuesto en el presente Código 

Nacional, dirigir el procedimiento del modo que considere apropiado con el objeto de 

resolver la controversia planteada. Esta facultad conferida incluye de manera enunciativa, 

determinar la admisibilidad, la pertinencia y el valor de las pruebas. 

Artículo 576. En el caso de violencia en contra de la mujer, serán aplicables las órdenes de 

protección que dispone la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, sin perjuicio de cualquier otra medida prevista en la legislación Federal y Local, así 

como en los tratados internacionales aplicables. 

Artículo 641. Las solicitudes de restitución internacional de niñas, niños o adolescentes se 

regirán conforme a las disposiciones previstas en los tratados internacionales de los que el 

Estado Mexicano sea parte, y por este Código Nacional. 

Artículo 653. En los casos de adopción en los que intervengan extranjeros o mexicanos con 

residencia en otro país, el procedimiento se llevará a cabo según lo dispuesto por el Capítulo 

de procedimientos internacionales de este Código Nacional, los tratados internacionales y la 

legislación aplicable en cada Entidad Federativa. 

Artículo 696. En las sucesiones de personas extranjeras, se dará a los cónsules o agentes 

consulares, la intervención que les conceda la Ley, los Tratados o los usos internacionales. 

Artículo 1018. Cuando la sentencia ejecutoriada ordene la entrega de personas, la autoridad 

jurisdiccional dictará de inmediato los decretos para su debido cumplimiento, contra dicha 

resolución no procede recurso ordinario alguno. 

Además de las medidas de apremio previstas en este Código Nacional, la autoridad 

jurisdiccional podrá dictar las siguientes: 

I.           Orden de búsqueda dentro del domicilio en el que se presuma se encuentra la 

persona que se pretenda restituir, que precise en su caso el rompimiento de cerraduras y el 

auxilio de la fuerza pública en estricto apego a los requisitos y formalidades previstas en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales en la 
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materia; 

II.          Retención de pasaporte de la persona que se busca, y 

III.          Solicitud de activación del Protocolo Nacional Alerta AMBER México, en su caso. 

Libro Décimo 

De los Procesos de Carácter Internacional 

Capítulo I 

De la Competencia 

Artículo 1116. Los procesos de carácter internacional se regirán por las disposiciones de este 

Código Nacional y demás leyes aplicables, salvo lo dispuesto en los tratados y convenciones 

de los que México sea parte. 

Artículo 1117. Es autoridad jurisdiccional competente para conocer de los siguientes casos: 

I.           La del domicilio del demandado; 

II.          En caso de declaración de ausencia o declaración especial de ausencia por 

desaparición, la del domicilio del último lugar de residencia habitual del ausente o 

desaparecido; 

III.          En caso de restitución de niñas, niños y adolescentes, la del lugar donde se 

encuentren; 

IV.         En asuntos de relaciones de filiación, curatela y tutela, la de la residencia habitual de 

los hijos o pupilos o adolescentes; si el actor es alguno de éstos o su representante, éste 

también podrá elegir el foro del domicilio del padre, madre o persona tutora; 

V.          En acciones reales sobre inmuebles o muebles, será la del lugar de la ubicación de los 

bienes; 

VI.         La autoridad jurisdiccional mexicana competente para ejecutar una sentencia, laudo o 

resolución jurisdiccional proveniente del extranjero, será el del domicilio del ejecutado o el 

del lugar donde se encuentran los bienes sobre los que podrá ejecutarse la sentencia; 

VII.        Para el discernimiento de personas que pertenezcan a grupos sociales en situación 

de vulnerabilidad que les impida la emisión clara de su voluntad, es competente la 

autoridad jurisdiccional del foro de la residencia de éstos y si este no se conociere, el del 

lugar donde se encuentren; 

VIII.        Cuando de acuerdo con las reglas del litisconsorcio pasivo necesario debiera ser 

llamada a juicio una autoridad extranjera ante la cual se celebró el acto materia de la litis, la 

autoridad jurisdiccional competente será la del lugar donde se encuentra el funcionario o la 

autoridad demandada; 

IX.         Para conocer de acciones relativas a obligaciones derivadas del hecho ilícito, la 

autoridad jurisdiccional competente será la del foro en que se produzca el daño o el 
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acontecimiento del que deriva la acción; salvo que se trate de demandas por responsabilidad 

por el producto, en cuyo caso, el foro competente será el del domicilio del productor o el 

lugar de producción del bien, y 

X.          Para el caso de acciones contra personas jurídicas o sin personalidad jurídica, pero 

con un patrimonio de afectación identificable, con residencia o ubicación en el extranjero, 

será competente la autoridad jurisdiccional mexicana si la demandada cuenta con alguna 

sede o sucursal en territorio mexicano. 

Artículo 1118. Son reglas especiales de competencia tratándose de sucesiones en el 

ámbito internacional, las siguientes: 

I.           Es competente para conocer de una sucesión, incluida su liquidación y tutela 

testamentaria, la autoridad jurisdiccional de la última residencia del causante de la misma al 

momento de su fallecimiento, ausencia o desaparición. Si no hubiera tenido domicilio o se 

desconociera, lo será la del lugar de la ubicación de los bienes inmuebles, en su defecto, la 

del lugar del fallecimiento, y 

II.          Si la persona hubiese tenido domicilio en el territorio nacional y falleció en el 

extranjero y no se hubiese iniciado en el extranjero la sucesión dentro de los siguientes tres 

meses a partir de la fecha de su fallecimiento, será competente la autoridad jurisdiccional 

nacional. 

Artículo 1119. Tratándose de sucesiones de personas extranjeras, las autoridades 

jurisdiccionales y notariales nacionales deberán avisar a la Secretaría de Relaciones Exteriores 

para todos los efectos legales y consulares a que haya lugar. 

Artículo 1120. En el caso de adopción internacional de niñas, niños o adolescentes, la 

competencia de las autoridades jurisdiccionales se regirá conforme a lo siguiente: 

I.           Para el otorgamiento de la adopción, la del lugar de la residencia habitual del 

adoptado; 

II.          Sobre la nulidad de la adopción, será la del lugar de la residencia habitual del 

adoptado al momento de la adopción, y 

III.          Para decidir sobre la conversión de la adopción simple en adopción plena, 

legitimación adoptiva o figuras afines, a elección del actor, la del lugar de la residencia 

habitual del adoptado o adoptantes, al momento de la adopción. 

Artículo 1121. La competencia de las autoridades nacionales para conocer de asuntos sobre 

alimentos se regirá por las siguientes disposiciones: 

I.           A elección del acreedor alimentario, la de su residencia o la del deudor alimentista, o 

la ubicación de los bienes del deudor alimentista, y 

II.          Para las acciones de cese o modificación de la pensión alimenticia la que haya 

conocido de la fijación de ésta, o los de la residencia del acreedor. 

Artículo 1122. Para conocer de los efectos del matrimonio o figuras similares, es competente 
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la autoridad jurisdiccional de la residencia o domicilio común; la de la residencia de la 

persona demandada o la del lugar en que se encuentre, a elección del actor. 

En caso de divorcio o semejante, será competente la autoridad jurisdiccional que elijan en 

común acuerdo las partes y, a falta de acuerdo, el foro del último domicilio común de la 

pareja o el del actor, cuando éste ya hubiese cumplido en ese lugar seis meses de residencia. 

Artículo 1123. Tratándose de foros renunciables es competente el elegido por las partes, 

siempre y cuando dicha elección se hubiese hecho expresamente y por escrito. 

Para efectos de la competencia, un acuerdo exclusivo de elección de competencia que forme 

parte de un convenio o contrato, deberá ser considerado un acuerdo independiente de las 

demás cláusulas del mismo, y no podrá ser impugnada por la sola razón de que el resto del 

convenio o contrato no es válido. 

No procede la elección o renuncia previa de la competencia suscrita en los Estados Unidos 

Mexicanos tratándose de cuestiones alimenticias, capacidad de las personas físicas, 

responsabilidad extracontractual, derechos reales sobre bienes ubicados en el territorio de 

los Estados Unidos Mexicanos, validez de las inscripciones en los registros públicos, y demás 

establecidos en las leyes nacionales. 

Artículo 1124. Cualquier autoridad jurisdiccional mexicana suspenderá el procedimiento 

iniciado y, en su caso, rechazará la demanda que se le hubiese presentado, cuando ante éste 

se demuestre que el litigio hubiese sido sometido a un acuerdo exclusivo de elección de foro, 

salvo que concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

a)          El acuerdo de exclusividad sea nulo o no aceptable, en virtud de la ley del lugar donde 

se encuentra el tribunal elegido. 

b)          Una de las partes careciera de capacidad para celebrar el acuerdo de elección de foro 

en virtud de la ley del tribunal al que se ha acudido. 

c)          Que de dar efecto al acuerdo conduciría a una manifiesta denegación de justicia o 

violación del equilibrio procesal o sería manifiestamente contrario a principios o instituciones 

fundamentales del orden público mexicano, en términos del Artículo 15, fracción II del Código 

Civil Federal. 

  

d)          Cuando por causas excepcionales, fuera del control de las partes, el acuerdo no 

pudiera ser razonablemente ejecutado. 

e)          Que el tribunal elegido haya resuelto no conocer del litigio. 

Artículo 1125. Las autoridades jurisdiccionales nacionales asumirán competencia para 

resolver un asunto, cuando, al haberse presentado un conflicto competencial internacional 

negativo de no aceptarla, conduzca a una denegación de justicia. 

Artículo 1126. En los casos que una persona goce de inmunidad de jurisdicción e inicie una 

acción judicial no podrá alegar dicha inmunidad en relación con una demanda reconvencional 
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que esté directamente ligada a la demanda principal. 

Artículo 1127. En el caso de reconvención, se considerará satisfecho el requisito de la 

competencia en la esfera internacional cuando la demanda principal hubiera cumplido con las 

disposiciones previstas en este Código Nacional, y la reconvención se fundamente en el acto 

o hecho en que se basó la demanda principal. 

Artículo 1128. En ningún caso la competencia de las autoridades jurisdiccionales nacionales 

se suspenderá por el hecho de que se invoque litispendencia apoyada en la existencia de un 

proceso ante la autoridad jurisdiccional extranjera. Solo podrá suspenderse el proceso 

iniciado en los Estados Unidos Mexicanos cuando éste se hubiese iniciado con posterioridad 

al iniciado en el extranjero, y que el demandado en el proceso extranjero hubiese sido 

notificado de la demanda en el proceso extranjero antes de que se hubiese iniciado el 

proceso mexicano. 

Capítulo II 

De la Cooperación Procesal Internacional 

Artículo 1129. Salvo lo prescrito en los tratados internacionales de que México sea parte, no 

procede la acumulación de procesos que también se estén tramitando en el extranjero, ni la 

escisión de procesos que produzcan la remisión de un proceso al extranjero. 

Artículo 1130. Salvo disposición derivada de este Código y de tratados y convenciones 

internacionales de que México sea parte, el derecho procesal aplicable al proceso es el 

mexicano, siguiendo, al efecto, las siguientes reglas: 

I.           El orden jurídico de los Estados Unidos Mexicanos determinará las condiciones, 

procedimiento y efectos de las inscripciones registrales en los registros públicos mexicanos, y 

II.          Solo los hechos estarán sujetos a prueba; el derecho lo estará únicamente cuando se 

funde en usos, costumbres, tradiciones o valores culturales. 

Sección Primera 

De las Notificaciones, Emplazamientos y Medidas Cautelares 

Artículo 1131. Las notificaciones y emplazamientos provenientes del extranjero, para la 

Federación y sus dependencias, las Entidades Federativas y los Municipios, se harán por 

conducto de las autoridades Federales que resulten competentes por razón del domicilio o 

residencia de aquéllas. 

Artículo 1132. Toda notificación a una persona que se encuentre fuera de los Estados Unidos 

Mexicanos, para surtir efectos en territorio nacional, deberá hacérsele en forma personal y 

deberá informársele por los medios que prescriba el orden jurídico del lugar en donde se 

encuentre. 

Las notificaciones que se hagan en los Estados Unidos Mexicanos por medio de edictos a 

personas que residan en el extranjero serán nulas. 

Artículo 1133. Cuando alguna persona extranjera de naturaleza privada actúe por medio de 
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algún representante, se considerará que tal representante, o quien lo sustituya, está 

autorizado para responder a las reclamaciones y demandas que se intenten en contra de 

dicha persona con motivo de los actos en cuestión, de conformidad con lo dispuesto en este 

Código Nacional. 

Artículo 1134. Todas las notificaciones y emplazamientos provenientes del extranjero en 

territorio nacional se harán de conformidad con lo dispuesto en este Código Nacional. 

Artículo 1135. El plazo concedido a una persona domiciliada en el extranjero para contestar 

una demanda seguida ante tribunales de los Estados Unidos Mexicanos, nunca podrá ser 

menor de veinte días hábiles. 

Cuando un tribunal extranjero conceda un plazo a una persona residente en México para que 

conteste una demanda seguida en el extranjero, si fue notificada en territorio mexicano, ese 

plazo deberá ser similar o mayor, al que se refiere el párrafo anterior. 

Artículo 1136. El trato procesal dispensado a mexicanos y extranjeros será igual de 

conformidad con lo dispuesto por las leyes de los Estados Unidos Mexicanos. Toda persona 

gozará de los derechos a los mismos procedimientos y medios impugnativos sin necesidad de 

otorgar garantías especiales, así como del derecho de asistencia judicial y representación 

jurídica que otorgue el orden jurídico mexicano. No obstante, ningún extranjero podrá 

recurrir a la protección diplomática de su Estado hasta en tanto hubiese agotado los 

medios impugnativos que ofrece el orden jurídico mexicano. 

El hecho de que una persona carezca de condición o calidad migratoria, que permita su 

estancia en México, no suspenderá sus derechos y garantías de participación en un proceso. 

Artículo 1137. Las autoridades jurisdiccionales nacionales podrán ejecutar las medidas 

cautelares dictadas por una autoridad jurisdiccional extranjera, cuando el objeto de la medida 

consista en garantizar la seguridad de personas y bienes. 

En su ejecución se observarán las siguientes disposiciones: 

I.           El cumplimiento de medidas cautelares por una autoridad jurisdiccional nacional no 

implicará el compromiso de reconocer y ejecutar la sentencia extranjera que se pudiere 

dictar. 

II.          La modificación de una medida cautelar, así como las sanciones por peticiones 

maliciosas o desproporcionadas, se regirán por este Código Nacional y demás leyes 

nacionales aplicables. 

III.          En caso de que el afectado justifique la improcedencia de la medida, la autoridad 

jurisdiccional nacional podrá levantar o disminuir dicha medida de acuerdo con el derecho 

mexicano. 

IV.         Si se opusiese una tercería excluyente de dominio o de derechos reales sobre el 

bien embargado o su posesión de éste último, se resolverá por la autoridad jurisdiccional 

nacional, de acuerdo con el orden jurídico del lugar de la ubicación de dicho bien. 
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V.          Tratándose de alimentos, se ejecutarán las medidas cautelares solicitadas cuando 

exista resolución judicial, lo establezca un instrumento internacional o exista prueba 

incontrovertible a juicio de la autoridad jurisdiccional nacional, de que el ejecutado es deudor 

alimentista. 

Artículo 1138. La autoridad jurisdiccional nacional dictará las medidas necesarias, a petición 

de cualquier persona o del Ministerio Público, cuando una persona que se presuma 

extranjera, haya desaparecido o se ignore el lugar donde se encuentre o quien la represente, 

nombrando un depositario de sus bienes, además informará de inmediato a la representación 

consular de su nacionalidad y se ordenará la búsqueda correspondiente. 

En caso de que, un nacional se extravíe en el extranjero, se enviará al cónsul mexicano en el 

lugar en que se presume el extravío, la solicitud de búsqueda, incluido el edicto que se 

publique en los Estados Unidos Mexicanos. 

Sección Segunda 

De las Pruebas 

Artículo 1139. Las disposiciones relativas a la presentación de documentos y desahogo de 

pruebas en procedimientos internacionales se regirán por lo previsto en instrumentos 

internacionales y en su defecto, por lo dispuesto en esta Sección. 

Artículo 1140. La obligación de exhibir documentos y bienes en procedimientos que se sigan 

en el extranjero, no comprenderá la de exhibir documentos o copias de documentos 

identificados por características genéricas. 

En ningún caso, podrá una autoridad jurisdiccional nacional ordenar ni llevar a cabo la 

inspección general de archivos que no sean de acceso al público, salvo en los casos 

permitidos por las leyes nacionales. 

Artículo 1141. Las dependencias y organismos públicos de la Federación, Entidades 

Federativas y 

municipales, así como sus servidores públicos, estarán impedidos de llevar a cabo la 

exhibición de documentos o copias de documentos existentes en archivos oficiales bajo su 

control y desahogar prueba testimonial con respecto a sus actuaciones en su calidad de tales; 

se exceptúa de lo anterior los casos que, tratándose de asuntos particulares, deban exhibir 

documentos o archivos personales según lo permita la Ley. 

Artículo 1142. En un proceso extranjero en que se precise la prueba testimonial o declaración 

de parte requerida, los declarantes podrán ser examinados en términos del derecho procesal 

extranjero, sin perjuicio de que la autoridad mexicana solicite la aplicación de disposiciones 

de este Código Nacional cuando se estime que, de aplicarse las extranjeras se vulnerarían 

derechos humanos. 

Se deberá acreditar ante la autoridad jurisdiccional nacional, que los hechos materia del 

interrogatorio están relacionados con el proceso pendiente y que medie solicitud de parte o 
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de la autoridad extranjera requirente. 

Artículo 1143. El estado civil o análogo se acreditará mediante documento salvo que, dejaren 

de existir los registros o constancias, se admitirá cualquier medio de prueba que acredite 

dicho estado. 

Artículo 1144. Los documentos públicos extranjeros serán reconocidos por las autoridades 

mexicanas cuando se presenten debidamente apostillados o legalizados en términos de la 

legislación aplicable o conforme a las salvedades que dispongan los instrumentos 

internacionales o las leyes nacionales en la materia. 

En caso de imposibilidad para obtener la legalización, ésta se substituirá por cualquier prueba 

adecuada para garantizar su autenticidad. 

Artículo 1145. Los procedimientos en el ámbito de cooperación internacional observarán el 

principio de publicidad de conformidad con lo establecido en los tratados internacionales, las 

leyes nacionales en materia de transparencia, acceso a la información pública, con excepción 

de los procedimientos donde se ventilen secretos profesionales, comerciales, industriales o 

personales y protección de datos personales. 

En ningún caso podrán ser públicos los procedimientos donde se encuentren involucrados 

derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 1146. Cuando las personas no hablen o no entiendan el idioma español, deberá 

proveérseles intérprete y traductor, sin perjuicio que puedan nombrar ellas mismas 

intérprete y traductor de su confianza. Además, podrán producir documentos en su propia 

lengua y grabar sus declaraciones, mismos que luego deberán traducirse al idioma español. 

Lo anterior también resulta aplicable para las personas que tengan algún impedimento en 

comunicarse. 

Artículo 1147. Las autoridades jurisdiccionales nacionales podrán encomendar la práctica de 

diligencias en territorio extranjero a los miembros del Servicio Exterior Mexicano, las cuales 

producirán sus efectos jurídicos en los procedimientos ante ellas tramitados, en términos de 

este Código Nacional y la normatividad aplicable, dentro de los límites que conceda el 

derecho internacional. 

Artículo 1148. Un proceso que tenga lugar en el extranjero podrá prepararse solicitando la 

declaración de testigos, peritos u otras declaraciones para ser practicadas en territorio 

nacional. La parte interesada al solicitar la diligencia citará los hechos sobre los cuales se hará 

el examen. 

La parte legítima podrá solicitar a la autoridad jurisdiccional nacional actos de 

emplazamiento, notificación o de recepción de pruebas, para ser utilizados en procesos en el 

extranjero sin que se requiera exhorto para su trámite, a través de los procedimientos de 

jurisdicción voluntaria y medios preparatorios a juicio previstos en este Código Nacional, 

según corresponda. 

La diligenciación de cualquiera de estos actos, no implicará el reconocimiento de la 
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competencia asumida por la autoridad jurisdiccional extranjera, ni el compromiso de ejecutar 

la sentencia que a futuro se dictare en el proceso correspondiente. 

Artículo 1149. Las autoridades jurisdiccionales nacionales y los fedatarios públicos 

nacionales, podrán solicitar el auxilio y cooperación del Servicio Exterior Mexicano para 

ejecutar actos relacionados con un asunto o proceso que ante ellos se tramite, en los 

términos previstos por los instrumentos internacionales, este Código Nacional o cualquier 

disposición legal nacional. 

Sección Tercera 

De la Cooperación, cuando intervengan Niñas, Niños y Adolescentes 

Artículo 1150. El ejercicio del derecho de visita y custodia de niñas, niños o adolescentes 

cuyos padres radiquen en países diferentes de manera habitual, se regirá conforme a los 

instrumentos internacionales y se observarán las siguientes reglas: 

I.           Las autoridades nacionales ejecutarán las medidas necesarias a fin de lograr la 

plena convivencia de las niñas, niños o adolescentes con sus padres, incluyendo la utilización 

de medios telemáticos; 

II.          El derecho de visita de una niña, niño o adolescente a otro país diferente al del lugar 

de su residencia, implicará que el progenitor que lo reciba en visita en el Extranjero o en los 

Estados Unidos Mexicanos, asegure la restitución de la niña, niño o adolescente, y 

III.          La autoridad jurisdiccional fijará a cargo de qué persona correrán los gastos de 

desplazamiento, si es que no hubiese acuerdo entre los interesados. 

Artículo 1151. Las solicitudes de restitución internacional de niñas, niños o adolescentes se 

regirán de acuerdo con los tratados internacionales y en su defecto, por las siguientes 

disposiciones: 

I.           La autoridad jurisdiccional tendrá la facultad de ordenar las medidas precautorias y 

de aseguramiento, con el fin de asegurar el bienestar de las niñas, niños y adolescentes y 

prevenir que sean nuevamente trasladados indebidamente o retenidos. 

II.          Los procedimientos de restitución no podrán pronunciarse y decidir sobre el fondo de 

la guarda y custodia. 

III.          En los casos de retención o traslado ilícito de una niña, niño o adolescente, deberá 

procederse de inmediato y sin dilaciones a la restitución del mismo. 

IV.         Cuando la niña, niño o adolescente reclamado, no se encuentre en territorio 

mexicano, el órgano competente autorizado responderá a la solicitud informando el 

resultado de la búsqueda. 

Ninguna autoridad jurisdiccional de lugar diferente al de la residencia habitual de la niña, 

niño o adolescente, podrá declarar a favor de la persona que retiene o efectúe el traslado, 

algún derecho de custodia, salvo que el derecho convencional internacional lo permita. Si se 

encuentran en trámite procedimientos jurisdiccionales que resuelvan la custodia, éstos 
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deberán suspenderse. 

Artículo 1152. La autoridad jurisdiccional nacional podrá rechazar una solicitud de restitución 

de una niña, niño o adolescente, cuando la persona que se oponga a la restitución 

compruebe que: 

I.           La persona, institución u organismo titulares de la solicitud de restitución, no ejercía 

de modo efectivo el derecho de custodia en el momento en que fue trasladado o retenido, o 

había consentido o posteriormente aceptado, dicho traslado o retención. 

II.          Existe un riesgo grave de que la restitución del menor lo exponga a un peligro físico 

o psicológico, o que de cualquier otra manera ponga al menor en una situación intolerable. 

III.          La niña, niño o adolescente, se oponga a la restitución, si ya alcanzó una edad y un 

grado de madurez suficiente en que resulte apropiado tener en cuenta su opinión. 

IV.         La restitución podría violentar los derechos humanos reconocidos en los Estados 

Unidos Mexicanos y las garantías que para ellos se otorguen. 

V.          Cuando la solicitud de restitución se hubiere presentado un año después de ocurrido 

el traslado o la retención y se comprueba que la niña, niño o adolescente, ha quedado 

integrado a su nuevo medio ambiente. 

Artículo 1153. Los procedimientos de restitución deberán ser iniciados dentro del plazo 

máximo de un año contado a partir de la fecha en que la niña, niño o adolescente hubiere 

sido trasladado o retenido ilícitamente, por lo que corresponderá a la autoridad competente 

ordenar la restitución inmediata del menor. 

  

Respecto de menores cuyo paradero se desconozca, el plazo se computará a partir del 

momento en que fueren precisa y efectivamente localizados. 

Artículo 1154. Toda solicitud de restitución de una niña, niño o adolescente, proveniente del 

extranjero, se presentará, por conducto de la Secretaría de Relaciones Exteriores, la cual lo 

remitirá a la o las autoridades jurisdiccionales competentes. 

Si en los Estados Unidos Mexicanos se encuentra la niña, niño o el adolescente, deberán 

adoptarse todas las medidas adecuadas tendientes a obtener la restitución voluntaria de la 

niña, niño o adolescente. 

Las autoridades nacionales podrán propiciar una solución amigable, a través de la mediación. 

De no lograrse ésta en una única sesión, deberán iniciar procedimiento jurisdiccional o 

administrativo con el objeto de conseguir la restitución, o en su caso, permitir la regulación o 

ejercicio efectivo del derecho de visita. 

Artículo 1155. La solicitud de restitución deberá contener al menos lo siguiente: 

I.           Nombre y datos generales de la niña, niño o adolescente; 

II.          Nombre y datos del solicitante y el carácter con el que promueve respecto a la niña, 
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niño o adolescente; 

III.          Antecedentes y los hechos relativos al traslado o sustracción; 

IV.         El nombre de la persona que se presume retuvo o traslado ilícitamente y el domicilio 

o ubicación donde se presume que se encuentra la niña, niño o adolescente, y 

V.          Cualquier información que sea necesaria o pertinente para su localización. 

Artículo 1156. La solicitud de restitución deberá estar acompañada de: 

I.           Copia documento que acredite la custodia de la niña, niño o adolescente solicitado; 

II.          Constancia de la residencia habitual de la niña, niño o adolescente solicitado; 

III.          Cualquier otro documento con el que se pueda probar el medio en el que se 

desarrolla habitualmente la niña, niño o adolescente; 

IV.         Fotografías y demás datos o elementos precisos de identificación de la niña, niño o 

adolescente en su caso, y 

V.          La traducción de los documentos que se presenten en un idioma distinto al del país al 

que se solicite la restitución. 

La autoridad competente podrá prescindir de algunos de estos requisitos si a su juicio se 

justifica la restitución. 

Artículo 1157. Toda petición de restitución será preferente y, salvo consideración especial de 

la autoridad jurisdiccional, deberá concluir dentro del plazo de seis semanas a partir de su 

presentación. 

Artículo 1158. Ningún procedimiento de custodia tramitado en los Estados Unidos Mexicanos 

suspenderá la restitución ordenada. 

Artículo 1159. Presentada la solicitud de restitución, la autoridad jurisdiccional dispondrá de 

un plazo de veinticuatro horas para pronunciarse sobre su admisión. 

En caso de ser admitida, ordenará correr traslado a la parte de la que se presume ha retenido 

o trasladado ilícitamente a la niña, niño o adolescente para que, con los apercibimientos 

legales correspondientes, acuda ante la autoridad jurisdiccional dentro del término de tres 

días hábiles siguientes en compañía de la niña, niño o adolescente, así como todas las 

pruebas que considere necesarias para apoyar su objeción a la restitución, si fuera el caso. 

El auto que admita la solicitud deberá disponer las medidas cautelares necesarias, y en su 

caso, ordenará la entrevista con la niña, niño o adolescente solicitado, en términos de este 

Código Nacional. 

Artículo 1160. En la audiencia única la autoridad jurisdiccional intentará conciliar a las partes 

para su restitución voluntaria y la parte requerida deberá manifestar si acepta restituir 

voluntariamente a la niña, niño o adolescente; en caso de que así sea, se levantará el acta 

correspondiente con las condiciones que las partes concedan, debiendo ser dicho acuerdo 

sancionado por la autoridad jurisdiccional. En caso de que haya objeción en la restitución, 
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quien se oponga deberá hacer valer las excepciones aplicables y ofrecer las pruebas 

correspondientes que las acrediten. 

En esa audiencia, la autoridad jurisdiccional realizará la entrevista a la niña, niño o 

adolescente. Hecho lo anterior, admitirá o no las pruebas ofrecidas y enseguida procederá a 

su desahogo, en términos de este Código Nacional. 

Artículo 1161. Concluido el desahogo, la autoridad jurisdiccional deberá resolver sobre la 

restitución, dentro de la misma audiencia. 

En caso de que se otorgue la restitución, la autoridad jurisdiccional dictará las medidas 

adecuadas y eficaces para garantizar el retorno seguro de la niña, niño o adolescente. 

La autoridad jurisdiccional deberá informar de dicha decisión a la Secretaría de Relaciones 

Exteriores. 

Sección Cuarta 

De los Exhortos Internacionales y Cartas Rogatorias 

Artículo 1162. Los exhortos o cartas rogatorias que se remitan al extranjero serán 

comunicaciones oficiales escritas, que contendrán la petición de ejecutar las actuaciones 

necesarias para el proceso en que se expidan. Dichas comunicaciones contendrán los datos 

informativos necesarios y las copias certificadas, cédulas, copias de traslado y demás anexos 

procedentes, con su respectiva traducción, según sea el caso. 

Artículo 1163. Los exhortos extranjeros o cartas rogatorias que se reciban serán diligenciados 

conforme a la legislación mexicana, salvo en lo prescrito en los instrumentos internacionales 

y en este Código Nacional. Sólo requerirán homologación cuando requieran ejecución forzosa 

sobre personas, bienes o derechos. En este caso, se aplicará lo dispuesto por el apartado 

relativo a la ejecución de sentencias extranjeras. 

Artículo 1164. Los exhortos o cartas rogatorias relativas a notificaciones, recepción de 

pruebas y a otros asuntos de sólo trámite, se diligenciarán sin necesidad de homologación o 

reconocimiento, de acuerdo con las siguientes disposiciones: 

I.           La solicitud deberá contener la descripción de las formalidades necesarias para la 

diligenciación del exhorto o carta rogatoria; 

II.          La autoridad jurisdiccional nacional requerida podrá conceder la simplificación de 

formalidades o la observancia de formalidades diversas a las nacionales, salvo que concurra 

una excepción al reconocimiento o aplicación del derecho extranjero o vulnere los derechos 

humanos; 

III.          La autoridad jurisdiccional prevendrá al solicitante en caso de que se omitiere 

acompañar los documentos correspondientes, para que dentro del plazo de cuarenta y cinco 

días naturales presente la documentación faltante, caso contrario, se desechará la solicitud; 

IV.         Las autoridades jurisdiccionales nacionales formarán expediente de todas las 

actuaciones que realicen en todos los procedimientos de cooperación internacional en las 
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que intervengan y enviarán copia de las actuaciones que correspondan a la autoridad 

jurisdiccional requirente; 

V.          En el caso de que no se pudiere ejecutar la totalidad de lo solicitado a la autoridad 

jurisdiccional nacional, deberá retransmitir la autoridad jurisdiccional competente el resto 

para su ejecución. Las autoridades jurisdiccionales que conozcan deberán informar al 

requirente, y 

VI.         No se exigirán requisitos de forma adicionales respecto de los exhortos o cartas 

rogatorias que provengan del extranjero. 

Las autoridades jurisdiccionales nacionales que sean competentes para realizar las diligencias, 

deberán cooperar y colaborar entre ellas. 

Artículo 1165. Los exhortos o cartas rogatorias podrán ser presentadas a la autoridad 

jurisdiccional competente por las propias partes interesadas, vía judicial, vía consular, 

agentes diplomáticos o por la autoridad competente del Estado requirente, salvo que los 

instrumentos internacionales prescriban otra cosa. 

Se privilegiará la presentación y transmisión por vías oficiales, que no implique la 

participación de las partes interesadas. 

  

Los exhortos o cartas rogatorias provenientes del extranjero que sean presentadas por 

conductos oficiales no requerirán legalización o apostillamiento, tampoco la requerirán los 

que se remitan al extranjero, salvo que el otro Estado lo exija. 

La participación de particulares en cualquier acto de traslado o presentación de exhortos o 

cartas rogatorias sin participación de los conductos oficiales, requerirán la legalización o 

apostillamiento, según corresponda. 

Artículo 1166. Todo exhorto o carta rogatoria, así como los anexos que se reciban del 

extranjero, en idioma distinto del español, deberán acompañarse de su debida traducción. 

Artículo 1167. Las autoridades nacionales jurisdiccionales de ciudades fronterizas que 

requieran enviar o recibir cartas rogatorias, podrán diligenciarlas a través de sus servidores 

públicos adscritos, en caso de que el Estado requerido lo tenga previsto en su legislación. 

Lo anterior no requerirá de legalización ni apostillamiento, únicamente deberá obrar 

constancia del nombre y cargo del personal que obre la diligencia. 

La autoridad nacional fronteriza deberá cerciorarse de la autenticidad del exhorto o carta 

rogatoria, por el medio de comunicación que estime más idóneo. 

Artículo 1168. La entrega de resultados o devolución de un exhorto o carta rogatoria, se hará 

por la misma vía en que se recibió, o por la vía en que lo solicite la autoridad jurisdiccional 

internacional requirente. 

Sección Quinta 
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De la Utilización de Videoconferencias en Procesos Internacionales 

Artículo 1169. De acuerdo al uso de tecnologías en la cooperación internacional, requirente y 

requerido, podrán utilizar videoconferencias para la ejecución de actos procesales y empleo 

de medios electrónicos de comunicación oficiales. 

Artículo 1170. Procederá el empleo de videoconferencia cuando medie solicitud del Estado 

requirente y sea técnicamente realizable. La preparación de la videoconferencia podrá 

iniciarse por medio de correo electrónico o cualquier otra tecnología que permita la 

transmisión de la solicitud, siempre que se remita de un sistema de información que esté 

bajo el control del iniciador o de la parte que la envíe en nombre de éste. Se establecerá día, 

hora y lugar de la misma. 

Artículo 1171. La solicitud para el empleo de videoconferencia deberá señalar: 

I.           Las formas y medios técnicos que permitan lograr la comunicación entre el requirente 

y el requerido. 

II.          La naturaleza del caso, nombres y domicilios de las personas a ser interrogadas, el 

objetivo que se persigue con la diligencia y los impedimentos previstos por orden jurídico del 

requirente para que una persona declare. 

Artículo 1172. Durante una videoconferencia solo podrán permanecer en la sala de audiencia 

los interesados y deberá privilegiarse la privacidad y deberá grabarse la videoconferencia 

desde su inicio hasta su conclusión. Para su ejecución se tomarán en cuenta las siguientes 

reglas: 

a)          Cuando los técnicos informen que se ha logrado la comunicación, la autoridad 

requirente comenzará notificando lugar, fecha, nombres de las personas que intervendrán en 

la videoconferencia como autoridad jurisdiccional, persona secretaria judicial, nombre de 

los declarantes y abogados presentes. Lo mismo hará la autoridad requerida; 

b)          La autoridad requerida identificará a cada testigo o perito a ser interrogados. Deberá 

aludir a los medios como se ha realizado la identificación, debiendo obtener copia de los 

documentos identificatorios. En caso necesario, deberá estar presente la persona que 

hubiese de realizar la traducción, que también deberá ser identificada; 

c)          La autoridad requirente tomará la protesta o juramento de que el declarante se 

conducirá con verdad, incluida el apercibimiento en la que se le haga saber al declarante la 

sanción por conducirse con falsedad; 

d)          Durante la audiencia podrán presentarse aquellos documentos que se pongan a la 

vista del declarante para su reconocimiento. Podrá recurrirse a cualquier tipo de tecnología 

que permita la transmisión de cualquier tipo de datos, y 

e)          El examen lo hará la autoridad requirente o los abogados reconocidos ante ésta. Las 

preguntas podrán ser objetadas por el requirente o el requerido, cuando no sean admisibles 

acorde al orden jurídico mexicano. 
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Sección Sexta 

De la Información del Derecho Extranjero 

Artículo 1173. El conocimiento, texto, alcance, sentido y vigencia del derecho extranjero, 

escrito o no escrito, deberá realizarse en forma oficiosa por la autoridad jurisdiccional 

nacional, pudiendo los interesados allegarle a la autoridad jurisdiccional datos o elementos 

para su conocimiento. 

Para informarse del texto, vigencia, sentido y alcance legal del derecho extranjero, el que, de 

resultar aplicable se considerará derecho y no hecho; las autoridades jurisdiccionales 

mexicanas podrán valerse de informes oficiales al respecto, pudiendo solicitarlos al Servicio 

Exterior Mexicano, o bien, las autoridades jurisdiccionales podrán ordenar o admitir las 

diligencias que consideren necesarias o que ofrezcan las partes. 

Artículo 1174. Por sentido y alcance legal del derecho extranjero se entenderá el resultado de 

la interpretación del derecho y normas extranjeras y de su aplicabilidad al caso concreto. El 

sentido implica la calificación del supuesto, así como el significado de lo contenido en la 

disposición extranjera, mientras que el alcance comprende los datos o campos sobre los que 

aplica o se abstiene de su aplicación. Se hará el mismo análisis tratándose de usos, 

costumbres, tradiciones o valores culturales extranjeros, sin embargo, estos sí 

se considerarán hechos sujetos a prueba. 

Artículo 1175. La solicitud de informe sobre derecho extranjero se tramitará acorde a lo 

establecido en los instrumentos internacionales. En su defecto, se observará lo siguiente: 

a)          Preferentemente, se dirigirá a la autoridad central extranjera solicitándole le informe 

sobre el texto, vigencia, sentido y alcance legal del derecho extranjero, en el apartado que 

desea conocer. A su solicitud, deberá agregar una síntesis de los hechos a partir de los cuales 

se formula la solicitud; 

b)          De no ser posible lo anterior, la autoridad jurisdiccional podrá ordenar y admitir las 

diligencias que considere necesarias o que le ofrezcan las partes en la audiencia preliminar, y 

c)          Asimismo, podrá ordenar el desahogo de dictámenes o pruebas periciales a cargo de 

expertos mexicanos o extranjeros, solicitar el auxilio del servicio consular mexicano en el 

extranjero e incluso, podrá emplear medios electrónicos que le den rapidez a la comunicación 

e informe de ese derecho extranjero. 

Artículo 1176. Cuando un Estado extranjero solicite informes sobre el derecho nacional, así 

como de usos y costumbres, se tramitará acorde a lo establecido en los instrumentos 

internacionales. En su defecto, se observará lo siguiente: 

I.           La autoridad jurisdiccional extranjera podrá solicitar a la Secretaría de Relaciones 

Exteriores un informe sobre el texto, vigencia, sentido y alcance legal del derecho mexicano 

que desea conocer. A su solicitud, deberá agregar una síntesis de los hechos a partir de los 

cuales se formula la solicitud. 

II.          La Autoridad Central nacional podrá acceder directamente a la solicitud o, en su caso, 
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asistirse de personas expertas y conocedoras del apartado del derecho solicitado. En la 

información que pudiera proporcionar, dará a conocer los textos prescritos del orden jurídico 

mexicano que contengan la respuesta, su interpretación, según los precedentes de las 

autoridades jurisdiccionales y doctrinarios que obtuviese, y una opinión sobre cómo una 

autoridad jurisdiccional nacional calificaría e interpretaría el derecho para el caso concreto 

solicitado, así como los usos y costumbres. 

La respuesta que proporcione el Estado mexicano no implicará que la sentencia que se 

pudiera dictar en el extranjero tenga que ejecutarse en los Estados Unidos Mexicanos, ni que 

con ello reconozca la competencia asumida por la autoridad jurisdiccional extranjera. 

Artículo 1177. Cuando se admita una demanda y contestación que impliquen la aplicación del 

derecho extranjero o que tenga aspectos de derecho internacional privado, la autoridad 

jurisdiccional nacional deberá citar a la audiencia preliminar en términos de este Código 

Nacional. 

Artículo 1178. En la audiencia preliminar la autoridad jurisdiccional deberá precisar la 

procedencia de su competencia judicial internacional y en su caso, definir el derecho 

sustantivo aplicable, nacional o extranjero. Las partes podrán manifestar sus argumentos 

jurídicos sobre la competencia y el derecho sustantivo aplicable, que consideran deben ser 

tomados en cuenta por la autoridad jurisdiccional para emitir su declaración. 

Las partes podrán convenir en una solución a su conflicto, decidir sobre la autoridad 

jurisdiccional competente y definir el derecho sustantivo aplicable en aquellos casos que así 

sea permitido. 

Artículo 1179. Depurado el procedimiento y hecha la declaración de competencia de la 

autoridad jurisdiccional nacional y definido el derecho sustantivo aplicable, tanto la audiencia 

preliminar como el procedimiento continuará en los términos previstos por este Código 

Nacional y resolverá aplicando los diversos derechos de manera armónica, procurando 

realizar las finalidades perseguidas por cada uno de tales derechos. Las dificultades causadas 

por la aplicación simultánea de tales derechos se resolverán tomando en cuenta las 

exigencias de la equidad en el caso concreto. 

Artículo 1180. La autoridad jurisdiccional nacional para mejor proveer podrá admitir o 

allegarse de informes técnicos de personas, instituciones y organismos ajenos al litigio y que 

ostenten reconocida competencia sobre la cuestión planteada por las partes; éstas tendrán el 

carácter de Amigos del Tribunal y su informe no implicará el pago de costas u honorarios. 

Capítulo III 

De la Ejecución de Sentencias, Laudos y Resoluciones 

Dictadas en el Extranjero 

Artículo 1181. El procedimiento de reconocimiento de sentencias, laudos arbitrales y demás 

resoluciones extranjeras, así como su ejecución se regirán conforme a las disposiciones 

previstas en los instrumentos internacionales aplicables y las contenidas en este Código 
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Nacional, en particular, las disposiciones especiales de este Capítulo. 

Los efectos que las sentencias, laudos arbitrales y demás resoluciones extranjeras produzcan 

en los Estados Unidos Mexicanos se regirán por lo dictado en la sentencia, fallo o laudo 

arbitral. 

La forma y el fondo de la sentencia extranjera, así como los procedimientos seguidos para 

dictarla, estarán regulados por el orden jurídico del lugar de la autoridad jurisdiccional que la 

emitió, incluidas sus normas de conflicto. 

Artículo 1182. La autoridad jurisdiccional competente mexicana para ejecutar una sentencia, 

laudo o resolución jurisdiccional proveniente del extranjero, será el del domicilio del 

ejecutado o el del lugar donde se encuentran los bienes sobre los que deba ejecutarse la 

sentencia. En el caso de un laudo arbitral, también será competente la autoridad 

jurisdiccional mexicana cuando la sede del arbitraje haya sido en los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Artículo 1183. Las sentencias extranjeras que no requieran el procedimiento de 

reconocimiento u homologación para su ejecución, así como demás documentos públicos 

extranjeros, deberán ser reconocidas de acuerdo con los tratados internacionales y al 

derecho mexicano. 

Artículo 1184. Tratándose de sentencias, laudos arbitrales o resoluciones jurisdiccionales que 

únicamente vayan a utilizarse como prueba, será suficiente que las mismas llenen los 

requisitos necesarios para ser consideradas como documentos auténticos. 

Artículo 1185. Los acuerdos o transacciones judiciales entre las partes, sancionados por una 

autoridad jurisdiccional extranjera, podrán reconocerse como sentencias firmes cuando se 

acredite que en el país de origen se le otorgue dicho carácter. Para esto, deberá presentarse 

una certificación de la autoridad jurisdiccional del Estado de origen, haciendo constar que la 

transacción judicial o una parte de ella es ejecutoria como lo es una resolución judicial en el 

Estado de origen. 

Artículo 1186. Las sentencias, laudos arbitrales privados de carácter no comercial y 

resoluciones jurisdiccionales dictados en el extranjero, tendrán carácter de cosa juzgada para 

ser ejecutadas en los Estados Unidos Mexicanos, si cumplen con los siguientes requisitos: 

I.           Que se hayan satisfecho las formalidades previstas en este Código en materia de 

exhortos o cartas rogatorias provenientes del extranjero y llenen los requisitos para ser 

considerados como auténticos; 

II.          Que no hayan sido dictados como consecuencia del ejercicio de una acción real 

inmobiliaria; 

III.          Que la autoridad jurisdiccional que dictó la sentencia haya tenido competencia para 

conocer y juzgar el asunto de acuerdo con las reglas reconocidas en la esfera internacional, 

que sean análogas y compatibles con las adoptadas por el orden jurídico mexicano; 

IV.         No se reconocerá la competencia de la autoridad jurisdiccional extranjera cuando el 
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acuerdo de elección del foro sea estimado como nulo si alguna de las partes carecía de la 

capacidad para celebrar el acuerdo; 

V.          Que el demandado haya sido notificado o emplazado en forma personal a efecto de 

asegurarle la garantía de audiencia y el efectivo ejercicio de sus defensas y derechos 

procesales; 

VI.         Que tengan el carácter de cosa juzgada en el país en que fueron dictados, o que no 

exista recurso ordinario en su contra; 

VII.        Que la acción que les dio origen no sea materia de juicio que esté pendiente entre las 

mismas partes ante autoridades jurisdiccionales nacionales y en el cual hubiere prevenido la 

autoridad jurisdiccional nacional o cuando menos que el exhorto o carta rogatoria para 

emplazar hubieren sido tramitados y entregados a la Secretaría de Relaciones Exteriores o a 

las autoridades del Estado donde deba practicarse el emplazamiento, y 

VIII.        Que la ejecución de la resolución no vaya en contra de instituciones o principios 

fundamentales del orden público mexicano, que implique la evasión fraudulenta del derecho 

aplicable. 

No obstante, lo anterior la autoridad jurisdiccional podrá negar la ejecución si se probara que 

en el país de origen no se ejecutan sentencias o laudos extranjeros en casos análogos. 

Cuando la sentencia no evidencie los requisitos anteriores, la autoridad jurisdiccional 

requerida podrá solicitar otros medios de prueba para constatar que se cumplen tales. 

Artículo 1187. En la resolución de reconocimiento u homologación, la autoridad jurisdiccional 

deberá especificar, si fuere el caso, qué parte del procedimiento de ejecución podrá 

ejecutarse siguiendo formas especiales o distintas a las mexicanas. La autoridad jurisdiccional 

también especificará las formas procesales que podrán adicionarse o suprimirse. Lo anterior 

procederá siempre y cuando no resulte lesivo a principios e instituciones fundamentales del 

orden público y especialmente a los Derechos Humanos contemplados en la Constitución. La 

petición extranjera o la parte interesada deberá integrar la descripción de las 

formalidades cuya aplicación se solicite para la diligenciación del exhorto internacional o 

carta rogatoria. 

Artículo 1188. El exhorto de la autoridad jurisdiccional requirente deberá acompañarse de la 

siguiente documentación: 

  

I.           Copia auténtica de la sentencia, laudo o resolución jurisdiccional; 

II.          Copia auténtica de las constancias que acrediten que se cumplieron los requisitos 

previstos en las fracciones IV y V del artículo 1186; 

III.          Las traducciones al idioma español que sean necesarias al efecto, y 

IV.         Que el ejecutante haya señalado domicilio para oír notificaciones en el lugar de la 

autoridad jurisdiccional del reconocimiento u homologación. 
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Artículo 1189. Ninguna sentencia o resolución extranjera será reconocida en el ámbito 

nacional cuando: 

I.           Al momento de la solicitud de reconocimiento no posea el carácter de cosa juzgada. 

II.          La sentencia carezca totalmente de efectos jurídicos en todo el territorio del Estado 

donde fue emitida. 

III.          La sentencia resulta contraria a los principios o instituciones fundamentales del 

orden público nacional o fue emitida en fraude a la ley. 

IV.         El procedimiento concreto que condujo a la resolución fue incompatible con los 

principios fundamentales de equidad procesal establecidos en el derecho nacional. 

Sección Única 

De la Ejecución Forzosa 

Artículo 1190. El reconocimiento y ejecución de sentencias, fallos y laudos extranjeros que 

impliquen coacción en su ejecución, requerirá procedimiento de homologación y se sujetará a 

las siguientes disposiciones, en el entendido de que no podrá controvertirse el fondo de la 

resolución: 

I.           Se citará personalmente tanto a la persona ejecutante como a la ejecutada y se les 

concederá el término de nueve días para que manifiesten lo que a su derecho conviniere. Se 

les admitirán los medios de prueba que ofrezcan si fueren pertinentes y se señalará fecha y 

hora de audiencia para su desahogo. La preparación de la prueba correrá a cargo del 

oferente, salvo razón fundada. 

II.          Las personas autorizadas o reconocidas como apoderados por la autoridad 

jurisdiccional extranjera podrán actuar como tal conforme a las facultades que la autoridad 

requirente señale. 

III.          En todo momento la autoridad jurisdiccional ejecutante velará por el interés superior 

de las niñas, niños y adolescentes y gozará de plenitud de jurisdicción para garantizar sus 

derechos. 

IV.         Los gastos de ejecución correrán a cargo de parte interesada, sin perjuicio que en su 

momento deban ser cubiertos por la parte ejecutada. 

V.          La resolución que determine la ejecución forzosa deberá pronunciarse dentro del 

plazo de tres días, una vez que se haya desahogado la última prueba. Dicha resolución es 

apelable en ambos efectos. 

VI.         Las cuestiones sobre el depósito, avalúo, subasta y demás sobre la ejecución de la 

sentencia se regirán conforme a este Código Nacional. 

VII.        La autoridad jurisdiccional de ejecución, y en su caso, la de segunda instancia, se 

abstendrá de pronunciarse sobre el fondo del fallo ni sobre los fundamentos del hecho o 

derecho en que se apoye, ni exigir equivalencia de resultados del fallo extranjero con 
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respecto al propio, únicamente examinarán la autenticidad de la misma y sobre la forma de 

su ejecución en términos de este Código Nacional. 

VIII.        La sentencia reconocida podrá tener cumplimientos parciales cuando no sea 

posible cumplimentarse en su integridad. 

IX.         La autoridad jurisdiccional que se declare incompetente para ejecutar la sentencia 

deberá remitir oficiosamente los autos a la autoridad jurisdiccional que considere 

competente. 

X.          La resolución que reconozca la sentencia extranjera precisará en su caso, qué parte 

del procedimiento de ejecución observará disposiciones especiales o extranjeras, observando 

la autoridad jurisdiccional requerida que no se violenten derechos humanos. 

XI.         El exhorto internacional de requerimiento o solicitud deberá especificar las 

formalidades de su diligenciación. 

Durante la tramitación del procedimiento de reconocimiento no procederá recurso alguno, ni 

medio que lo suspenda. 

Artículo 1191. La resolución reconocida será cumplimentada conforme al derecho mexicano, 

excepto en los casos en que se autoricen disposiciones distintas. 

En el caso de subasta pública, los fondos resultantes quedarán a disposición de la autoridad 

jurisdiccional extranjera hasta por la cantidad definida en la resolución. El resto será 

distribuido por la autoridad jurisdiccional ejecutante conforme al derecho nacional. 
 

 


